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León, Guanajuato, a 20 veinte de septiembre del año 2012 dos mil doce . 

V i s t o s  para resolver los autos del proceso administrativo identificado con el número 254/2012-JN, promovido por la ciudadana Pola Nicasio Hernández. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que surtió efectos la notificación  a la parte actora de la emisión de la resolución impugnada, lo que fue el día 5 cinco de junio del presente año, sin que de constancias de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- La existencia de la resolución impugnada, se encuentra debidamente acreditada en autos, con el original que de la misma, fue aportada por la actora y admitida como prueba de su parte (visible en autos, en copia certificada, a foja 8 ocho); la cual merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que se trata de un documento emitido por el funcionario público demandado en el ejercicio de sus funciones, aunado a que la autoridad demandada, al contestar la demanda, de alguna forma acepta haberla emitido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En razón de lo anterior, se tiene por debidamente acreditada la existencia de la resolución impugnada en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Por cuestión de orden público y de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de 
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las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En la presente causa administrativa, el Director de Atención contra riesgos sanitarios, en su escrito de contestación, sin señalar fracción alguna del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el estado y los Municipios de Guanajuato, señaló que la parte actora debió agotar el principio de definitividad, interponiendo primeramente el recurso de inconformidad en sede administrativa, y posteriormente, en contra de la resolución definitiva que se dicte, promover entonces sí, el proceso administrativo; apoyándose para ello en una jurisprudencia de un Tribunal Colegiado de Circuito, relativa a lo dispuesto en la Ley Federal del Procedimiento Administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

No se configura la causal que aduce la autoridad demandada; toda vez que sencillamente, tal y como lo establece el artículo 226 del señalado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el interesado afectado podrá a su elección, interponer el recurso de inconformidad o impugnar ante la autoridad jurisdiccional, esto mediante proceso administrativo; luego entonces, carece de razón la autoridad demandada, porque en el caso que nos ocupa, no surte efecto el principio de definitividad; por ello mismo, no resulta aplicable la tesis de jurisprudencia que transcribió, pues se trata del Derecho Administrativo en el ámbito federal y de la aplicación de normas federales que no tienen aplicación en el asunto que nos ocupa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, el Director de atención contra riesgos sanitarios de la Dirección de Salud, también hizo valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con el artículo 265, en su fracción VII; el cual señala que es requisito de la demanda contener los conceptos de impugnación del acto o resolución que se combate; refiriendo entonces que el actor no expresa ningún agravio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

No se actualiza la causal de improcedencia que se plantea; toda vez que como se aprecia del escrito de demanda, la parte actora sí planteó conceptos de impugnación; los que son motivo de análisis  al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por el impetrante del proceso; razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación; por lo que para quien resuelve no se actualiza la causal en comento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por otra parte, este Juzgador no advierte de oficio la actualización de alguna causa de improcedencia o sobreseimiento que impida el estudio a fondo del presente negocio; por lo que en consecuencia, es procedente el presente proceso, avocándose este Juzgador al análisis de los conceptos de impugnación planteados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el actor, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que el día 5 cinco de junio del presente año, le fue notificada la resolución emitida por el Director de Atención contra riesgos sanitarios, el 14 catorce de mayo de este mismo año, dentro del expediente número 623/03/12-E, por la cual se impuso a la ciudadana Pola Nicasio Hernández, una multa por la cantidad de $ 886.20 (Ochocientos ochenta y seis pesos 20/100 Moneda nacional), con motivo de haber vencido el plazo de 7 siete días que se le dio para que acudiera a realizar el tramite de documento de alta de funcionamiento y no lo hizo; y por infringir lo dispuesto en los artículos 30 y 32 del Reglamento de la Ley de Salud del Estado de Guanajuato, el primero sobre la necesidad de que se realicen fumigaciones periódicas y el segundo, por no tener para su operación licencia sanitaria. . . . . . . 
Resolución que la enjuiciante estima es ilegal, ya que refiere que no se fijó la competencia de la autoridad emisora; que no se encuentra debidamente fundada ni motivada; que no se mencionó el supuesto convenio que le da atribuciones que originariamente corresponden al Estado; y, que vulnera sus garantías de legalidad y seguridad jurídica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A lo que la autoridad demandada expresó que los argumentos expresados eran inoperantes, sostuvo la legalidad de la multa impuesta, al desprenderse de las obligaciones de la actora, no atendidas en su calidad de comerciante. . . . . . . . 

Así las cosas, la litis planteada en la presente causa administrativa, se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución por la que se impuso una multa, dentro del expediente 623/03/12-E. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede al análisis del concepto de impugnación que este juzgador considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el que se enumera como Primero, del escrito de demanda, sin necesidad de transcribirlo en su totalidad, así como tampoco los restantes conceptos de impugnación expresados;  sirviendo de apoyo, para ello, el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los 
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conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Entrando en materia, en el concepto de impugnación señalado como Primero, contenido en las fojas 2 dos y 3 tres, del escrito de demanda; la ciudadana Pola Nicasio Hernández expresó que la resolución que impugna vulnera en su perjuicio las garantías de seguridad jurídica, ya que no cumple con los requisitos de validez previstos en el artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, específicamente los señalados con las fracciones I y VI de dicho precepto; relativas a que los actos administrativos deben ser expedidos por autoridad competente, y estar debidamente fundados y motivados; dado que planteó: . . . . 


“Es el caso que el acto que se impugna... no encuentra emitido por autoridad competente, pues del propio acto se desprende que conforme a lo establecido por el artículo 3 de la Ley de Salud del Estado de Guanajuato compete al Estado, sin que la misma sea una atribución de una autoridad municipal... la responsable omite señalar el convenio por el cual se le conceden las atribuciones que le permitan imponer sanciones o multas...”. Haciendo referencia además a que el artículo 3 de la Ley de Salud del Estado de Guanajuato dispone que la aplicación de dicha ley corresponde al Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


A su vez, el Director demandado, no se refirió específicamente a lo planteado por la ciudadana impetrante del proceso; sin embargo, en relación a lo que establece el artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa aplicable en el Estado y sus municipios; refirió que el oficio impugnado sí cumple lo señalado en la fracción VI, en cuanto a encontrarse debidamente fundado y motivado; porque sí se mencionan los ordenamientos legales que operan en materia de salud. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Una vez analizada la resolución que se impugna, y las constancias del presente asunto, este Juzgador estima que el concepto de impugnación planteado resulta fundado, toda vez que de la lectura de la resolución dictada dentro del expediente 623/03/12-E, se advierte con claridad, que el Director de Atención contra Riesgos Sanitarios, no cita los preceptos del ordenamiento que lo facultan para determinar y aplicar las sanciones previstas por infracciones a las disposiciones contenidas en el Reglamento de la Ley de Salud del Estado de Guanajuato o el Convenio delegatorio de donde se desprendan sus atribuciones; estando obligado a ello para así acreditar que el acto es expedido por autoridad competente y que se cumple con el elemento de validez, que para los actos administrativos, se prevé en la fracción I del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa en vigor en el Estado. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo anterior es así, porque si bien es cierto que la autoridad demandada señaló, como sustento a la sanción contenida en resolución impugnada, los artículos 618 y 620 del Reglamento de la Ley de Salud del Estado de Guanajuato; cierto es también que de tales dispositivos no se desprende, de modo alguno, la facultad del funcionario demandado para determinar y aplicar la sanción, pues ni siquiera hacen referencia a la competencia de la autoridad; sino que se refieren a que las violaciones al Reglamento serán sancionadas en sus términos y a la sanción que correspondería. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Siendo pues irrefutable que de los preceptos citados, nada se establece acerca de la competencia del enjuiciado para sancionar; ello se traduce en que la actora, quede en estado de indefensión, ya que esa omisión no le permite conocer a ciencia cierta si efectivamente esa autoridad tiene competencia o no para sancionarla en los términos a que se refiere la resolución impugnada; lo que se traduce en la falta de fundamentación de la competencia de la autoridad demandada, vulnerándose con ello, lo establecido en el artículo 137, fracciones I y VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas y toda vez que los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares, para ser legales requieren para su validez, entre otros elementos, el que sean emitidos, imprescindiblemente, por autoridad competente, y cumpliendo con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica; lo que en la especie, en el caso concreto, no se dio; actualizándose de esta manera las causas de ilegalidad previstas en las fracción II del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que con fundamento en lo dispuesto en el artículo 300, fracción II, del mismo ordenamiento, procede decretar la Nulidad Total de la resolución l acto consistente en la resolución emitida el día 14 catorce de mayo del año 2012 dos mil doce, dentro del expediente 623/03/12-E, en la que se impuso una multa por la cantidad de $ 886.20 (Ochocientos ochenta y seis pesos 20/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Al respecto, este Juzgador estima que resulta aplicable al caso concreto, el siguiente Criterio de la Segunda Época del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, del año 2004 dos mil cuatro, emitido por el Magistrado de la Tercera Sala del Tribunal, y que se contiene en su página electrónica: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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“NULIDAD LISA Y LLANA, PROCEDE LA. CUANDO NO SE FUNDAMENTA LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA EN EL ACTO IMPUGNADO. SIN PERJUICIO DE QUE SE EMITA OTRO DEBIDAMENTE FUNDADO.- Si se está en presencia de un acto administrativo impugnado, en donde se advierte una falta total de fundamentación en cuanto a la competencia de la autoridad que lo emite, y ello incide sobre la validez del acto y sobre los efectos que éste pueda producir en la esfera jurídica del gobernado, es procedente decretar la nulidad lisa y llana, pues al darle efectos a esa nulidad, podría obligarse a una autoridad incompetente a emitir un nuevo acto que, seguramente, el particular combatiría nuevamente. (Expediente: 5.311/03. Sentencia de fecha 14 de abril de 2004. Actor: Dagoberto Rodríguez Sánchez. Demandada: Oficial Mayor de la Presidencia Municipal de Salvatierra, Guanajuato.)” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así también, sirve de apoyo a lo antepuesto, el criterio que nuestro máximo Tribunal sostiene en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE  TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno  de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario  Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.” Época: Novena Época. Registro: 177 347. Instancia: Segunda Sala. Tipo Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Localización:  XXII, Septiembre de 2005. Materia(s): Administrativa. Tesis: 2a./J. 115/2005. Pág. 310. Contradicción de tesis 114/2005-SS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 2 de septiembre de 2005. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Alfredo Aragón Jiménez Castro. Tesis de jurisprudencia 115/2005. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de septiembre de dos mil cinco. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

No es óbice a lo anterior, el señalar que si bien es cierto que la autoridad demandada, al contestar la demanda, pretende subsanar la omisión de fundar su competencia, a señalar que sus facultades devienen del contenido de los artículos 172 y 175 del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal, cierto es también que dicha contestación, no es el instrumento para expresar tales fundamentos porque no existe disposición que autorice a mejorar la fundamentación, por el contrario, ese requisito y el de motivación, deben plasmarse en el documento que contiene el acto impugnado y no en otros. . . . . . 

Al caso resulta aplicable el Criterio que sostiene la Segunda Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, visible en la página 87 ochenta y siete, de la publicación que contiene los “Criterios 2000-2008” de dicho Tribunal, el cual es el siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. NO ES EL MEDIO PARA EXPRESAR LOS MOTIVOS Y FUNDAMENTOS DEL ACTO RECLAMADO.- Conforme a lo dispuesto por el artículo 76, párrafo primero, de la Ley de Justicia Administrativa, en la contestación de la demanda las autoridades no pueden aportar los motivos y fundamentos de derecho del acto que se reclama, ya que con ello se violaría el principio de legalidad y seguridad jurídica que preserva el dispositivo mencionado. (Exp. 3.446/01. Sentencia de fecha 14 de mayo de 2002. Actor: Noé Mascot Uribe.)”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así como, lo establecido en la jurisprudencia que a la letra dice: . . . . . . . . . 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar 
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debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.” Época: Séptima Época. Registro: 917740. Instancia: SEGUNDA SALA. Tipo Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Apéndice 2000. Localización:  Ap. 2000. Materia(s): Común. Tesis:     206. Pag. 168. [J]; 7a. Época; 2a. Sala; Ap. 2000; Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN; Pág. 168. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por último, con la finalidad de no cometer violaciones procesales en perjuicio de las partes; se procede a valorar la prueba de confesión de la ciudadana Pola Nicasio Hernández, ofrecida por la autoridad demandada y desahogada en la audiencia de desahogo de pruebas y alegatos celebrada el día 5 cinco de septiembre del presente año, a las 10:00 diez horas; en la que a las posiciones que fueron calificadas de legales, que fueron las posiciones primera y cuarta; que consistieron en que si era propietaria o responsable del negocio de Estética ubicado en calle Bosque número 112 ciento doce de la colonia El Coecillo de esta ciudad, y que si durante una visita de verificación con apercibimiento  sin sanción, previo, previo a la aplicación de la multa, tuvo conocimiento de la obligación que tenía que cumplir; a las que contestó que no, pues su negociación se ubica en la calle Mérida número 112 ciento doce. Medio probatorio al que este Juzgador no le otorga valor probatorio alguno, pues de tal probanza no deriva confesión alguna de la actora, a más de que es irrelevante en cuanto a la litis planteada, ya que no desvirtúa de modo alguno, el hecho de que la resolución impugnada no se encuentre debidamente fundada, en cuanto a la competencia de la autoridad enjuiciada para emitir la resolución impugnada . . . . 

SEPTIMO.- En virtud de que el primer concepto de impugnación hecho valer, resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total del acto impugnado; resulta innecesario el estudio de los restantes, ya que ello no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo señalado  en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción II y 302, fracciones I y II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se : . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :
PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver el presente proceso administrativo. . . . . . . . 

SEGUNDO.- Procedió el presente proceso administrativo en contra del acto impugnado y emitido por el Director de Atención contra riesgos sanitarios. .  

TERCERO.- Se decreta la nulidad total de la resolución emitida el día 14 catorce de mayo del año 2012 dos mil doce, dentro del expediente número 623/03//12-E, en la que se impuso a la ciudadana Pola Nicasio Hernández una multa por la cantidad de $ 886.20 (Ochocientos ochenta y seis pesos 20/100 Moneda Nacional); ello atendiendo a los razonamientos y las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad archívese éste expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva con ese fin. . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . 

